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El presente informe jurídico, se analiza el expediente administrativo N° 0926-
2020/CC1, cursado ante INDECOPI, debido a la denuncia presentada por C 
contra I, por cual se imputó como presunta infracción al deber de idoneidad la 
negativa injustificada del seguro de tránsito (Soat).   
 
Asimismo, el denunciado señaló que no existió infracción, porque en el momento 
que la Sra. C solicito la indemnización del seguro figuraba como soltera ante el 
Registro de Identificación (Reniec), ya que conforme el art. 3° de su “Reglamento 
de Inscripciones”, los matrimonios son hechos inscribibles y su inscripción en el 
registro es obligatoria.  
 
Siendo así, la Autoridad Administrativa realizando una ponderación entre el art. 
33°, 34° del Reglamento del Soat y el art. 3° del Reglamento de Inscripciones de 
Reniec. Declaró fundada la denuncia interpuesta contra I por infracción al Código 
de Consumidor en primera instancia y en segunda confirmó la sanción impuesta, 
sin modificar las medidas correctivas dispuestas. 
 
En consecuencia, se analizará la aplicación del CPDC, Código Civil, la 
Constitución vigente y los principios del Contrato de Seguro, en base a los 
medios probatorios aportados por los administrados en el procedimiento. 
 
Palabras claves: Idoneidad, indemnización, contrato de seguro, soat, 
consumidor. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

1.1. Resumen de lo actuado en sede administrativa 

1.1.1. Relación de los hechos principales expuestos por el denunciante 

• Con fecha 19 de agosto de 2022, la Sra. C denunció a I por vulnerar 

lo establecido en el Código de Consumidor señalando lo siguiente: 

 

• El 11 de mayo de 2020, su esposo el señor M sufrió un accidente de 

tránsito mientras conducía el vehículo de placa N° B, el cual contaba 

con SOAT de la fecha del accidente, siendo que producto del 

accidente su esposo falleció.  

 

• El 17 de junio de 2020, envió al correo electrónico al proveedor, los 

documentos correspondientes para la cobertura, recibiendo una 

respuesta automática indicando que su solicitud de indemnización por 

fallecimiento estaba siendo derivada al área encargada. 

 

• El 10 de julio de 2020, se le notificó la Carta GOT-SIN-3878-2020, 

referida a que no podían validar el acta de matrimonio presentada 

debido a que las labores administrativas de la Municipalidad de 

Rachapampa se encontraban paralizadas. 

 

• Ante lo antes señalado, el 14 de julio de 2020, presentó una nueva 

partida de matrimonio expedida el 22 de junio de 2020 y le indicó a I 

que la municipalidad estaba trabajando.  

 

• Recibió la carta GOT-SIN-4859-2019 de fecha 31 de julio de 2020, 

señalándole que su solicitud era improcedente, dado que la cobertura 

ya había sido indemnizada. 

 

• A pesar de haber adjuntado de manera oportuna los documentos 

requeridos, en ningún momento le fue objetado lo descrito en su última 

carta por I; siendo que tenía prioridad para ser beneficiado, conforme 

el artículo 34° del Decreto Supremo Nro. 024-2002-MTC “TUO del 

Reglamento Nacional de Responsabilidad Civil y Seguros Obligatorios 

por Accidentes de Tránsito”. 

 

• I realizó una observación inicial que no guardaba relación con el 

contexto señalado finalmente por la aseguradora.  
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• La señora C, además solicitó la medida correctiva, que se ordene a I 

con realizar el pago de indemnización por muerte de su esposo. 

 

1.1.2 Con relación a la respuesta del denunciado (descargo Junín) 
 

• Con fecha 30 de setiembre de 2020, en un primer momento la 

compañía I presentó sus descargos a la sede Indecopi Junín, los 

cuales son los siguientes: 

 

Habiendo sido notificados con la Resolución N° 01, mediante la que 

disponen otorgarnos un plazo de 5 (cinco) días, a fin de emitir 

nuestros descargos en el contexto del inicio del presente 

Procedimiento Sancionador (en adelante PAS) por presuntamente 

vulnerar los artículos contenidos en el Código de Consumidor, 

acudimos a vuestro despacho, a fin de reformular nuestros 

descargos presentados y por defecto – después de evaluar los 

hechos materia de la presente denuncia – hemos decidido 

allanarnos, conforme a los siguientes argumentos: 

 

• El numeral 3° del artículo 112° del Código dispone lo siguiente: 

 

Criterios de graduación de las sanciones administrativas.  

 

Al graduar la sanción, el órgano resolutivo puede tener en 

consideración los siguientes criterios: 

(…). 

3. En los procedimientos de oficio promovidos por denuncia de 

parte, cuando el proveedor reconoce las imputaciones o se allana 

a las pretensiones del consumidor al ser notificado con la 

resolución que inicia el procedimiento, se da por concluido el 

procedimiento con la resolución de determinación de 

responsabilidad del proveedor y la imposición de la medida 

correctiva correspondiente. Podrá imponerse como sanción una 

amonestación si el proveedor realiza el allanamiento o 

reconocimiento con la presentación de los descargos. (…). 

 

• De este modo, en caso una de las partes decida allanarse a la 

pretensión, corresponderá que -únicamente- se dicte la medida 

correctiva correspondiente a los hechos imputados. 

 

• En ese sentido, a fin de encontrar una solución pronta a la presente 

controversia, manifestamos nuestra intención de allanarnos a la citada 

pretensión planteada por la señora C. 
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• Sobre el particular, debemos recordar que el presente PAS tiene como 

finalidad, el resguardo del consumidor en su relación con el proveedor 

de servicios, más no cuenta con una finalidad de naturaleza 

indemnizatoria. En ese sentido, la medida correctiva que se dicte 

deberá circunscribirse únicamente a los intereses reclamados por la 

señora C. 

 

• De este modo, en atención a lo expuesto en el presente escrito, 

solicitamos - una vez más – que vuestro Despacho proceda a 

aprobar el presente allanamiento, por corresponder a derecho. 

 

1.1.3. Con relación a la respuesta del denunciado (descargo Lima) 
 

• Con fecha 13 de noviembre de 2020, en un segundo momento la 

compañía I presentó sus descargos a la sede Indecopi Lima, alegando 

que la denuncia debe ser declarada infundada bajo los siguientes 

fundamentos: 

 

• La señora C en su solicitud de cobertura del SOAT del 17 de junio de 

2020, adjuntó un acta de matrimonio celebrado en la municipalidad de 

Racchapampa; sin embargo, en el Registro Nacional de Identidad y 

Estado Civil (en adelante, Reniec) figura como “soltera”, por lo que, 

mediante la carta GOT-SIN-3878-2020, observó su solicitud, 

señalando que no era posible verificar la validez de dicha acta. 

 

• Si bien el 14 de julio de 2020 la señora C presentó una segunda acta 

para acreditar su vínculo matrimonial, ella continuaba figurando como 

“soltera” ante Reniec. Por ello, no tenían convicción de que el 

documento remitido por la señora C sea legítimo u oponible ante 

terceros, puesto que no se encontraba inscrito en una Oficina 

Registral, como manda el Reglamento de Inscripciones del Reniec. 

 

• Más aún si de acuerdo con el artículo 3° del “Reglamento de 

Inscripciones de RENIEC”, los matrimonios son hechos inscribibles y 

su inscripción en el registro es obligatoria; Asimismo, de acuerdo al 

artículo 44° de la norma precitada en el párrafo precedente, la 

autoridad que celebró el matrimonio tenía la responsabilidad de 

inscribir dicho hecho ante el RENIEC. 

 

 

• Los hechos inscribibles de carácter obligatorio en RENIEC sirven para 

dar oponibilidad frente a terceros, esto es, permiten dar seguridad 

jurídica a un procedimiento administrativo, en el cual, el proveedor del 
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servicio debe contar con la certeza jurídica que dicho documento es 

expresión fiel de la realidad. 

 

• El 8 de julio de 2020, la señora U tramitó su solicitud de indemnización 

por el fallecimiento del señor M en nombre de su mejor hija, cuyo 

padre es el señor M, y adjuntó la partida de nacimiento de la menor y 

la declaración jurada señalada por el Reglamento del SOAT. 

 

• Mediante Carta GOT-SIN-4109-2020 del 15 de julio de 2020, se le 

otorgó la cobertura por fallecimiento a la señora U, en tanto cumplió 

con todos los requisitos establecidos en la norma. 

 

• En la Carta GOT-SIN-3878-2020, observó la documentación remitida 

en su solicitud, en vista de que esta no podía ser validada. Esta 

observación no fue debidamente atendida por el denunciante, por lo 

que su solicitud continuó observada hasta que se identificó a la hija 

de la señora U como beneficiaría del señor M, hecho por el cual se 

rechazó definitivamente la solicitud de cobertura.  

 

1.1.4. Resolución N° 848-2021/CC1-INDECOPI emitida por la Comisión 

de Consumidor 

 

• Declaró fundada la denuncia interpuesta por la señora C contra I, por 

infracción de los artículos 18° y 19° de la N° 29571, Código de 

Protección al Consumidor, ya que ha quedado acreditado que la 

compañía aseguradora se negó injustificadamente a otorgar a la 

denunciante la cobertura del Seguro Obligatorio de Accidentes de 

Tránsito por el fallecimiento de su cónyugue, pese a que tenía 

prioridad para ser beneficiaria, imponiéndole una multa de (4) UIT. 

 

• Ordenó a I la medida correctiva, que cumpla con otorgar a favor de la 

señora Y la cobertura por concepto de indemnización por fallecimiento 

derivada del SOAT y cumplir en pagar al denunciante con las costos 

y costas del procedimiento en un plazo no mayor de 15 días hábiles 

contados a partir del día siguiente de la notificación de la presente 

resolución. 

 

• Dispuso la inscripción de I en el Registro de Sanciones y Infracciones 

del Indecopi. 
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1.1.5. Con relación al recurso de apelación presentado por I 
 

• Con fecha 13 de mayo de 2021, la empresa I interpone su recurso de 

apelación, argumentando lo siguiente:  

 

• El funcionamiento de la Oficina de Registro de Estado Civil de 

Racchapampa fue autorizado el 18 de abril de 1994 mediante 

Resolución Directoral 023-94-JUS-DNRPC-DGREC-DDRC, esto es, 

diez (10) años antes de que la señora C contrajera matrimonio con el 

señor M; motivo por el cual no existía impedimento para que la 

denunciante haya cumplido con realizar el registro correspondiente; 

 

• Las personas en cuestión no cumplieron con actualizar sus estados 

en el sistema RENIEC, toda vez que, pese a haber actualizado sus 

respectivos DNI en los años 2018 y 2019, sus estados seguían 

figurando como “soltero”, lo cual, generó una duda razonable sobre la 

existencia del vínculo matrimonial; 

 

• Por su parte, la señora U precisó en su declaración jurada que 

mantenía una relación de convivencia con el señor M, producto de la 

cual nació la menor, a quien señaló como única beneficiaria y con 

mejor orden de prelación para recibir la prestación económica, 

 

• El SOAT fue negado a la señora c teniendo como fundamento que la 

señora U acreditó la vinculación de su hija menor con el señor M. 

 

• Sin perjuicio de lo antes expuesto, el 4 de mayo de 2021, se procedió 

con la cobertura del seguro SOAT a favor de la señora C, de acuerdo 

con lo ordenado por Comisión mediante la Resolución N° 848-

2021/CC1; 

 

• La multa de (4) UIT impuesta por la Comisión era excesiva, en tanto, 

no se consideró que la negativa de la cobertura del SOAT, a favor de 

la señora C, se debió a que la partida de matrimonio generó una duda 

razonable sobre si la señora C calificaba o no como beneficiaria; 

 

• La multa impuesta vulneró los Principios de Debido Procedimiento, 

Razonabilidad y Proporcionalidad; y,  

 

• Las Resoluciones 0460-2018-INDECOPI/AQP y 0005-

2020/INDECOPI-TAC impusieron multas menores a (4) UIT, motivo 

por el cual solicitó que se deje sin efecto la multa impuesta por la 

Comisión. 
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1.1.6. Resolución emitida por la Sala de Consumidor. 

 

• El 10 de noviembre de 2021, mediante la Resolución N° 2439-

2021/SPC-INDECOPI, la Sala de Consumidor emitió el siguiente 

pronunciamiento. 

 

• Confirmar la Resolución N° 0848-2021/CC1 del 16 de abril de 2021, 

emitida por la Comisión de Consumidor, en el extremo que declaró 

fundada la denuncia interpuesta por la Sra. C contra I, por infracción 

al art. 18° y 19° del Código, en la medida que quedó acreditado que 

la compañía aseguradora negó injustificadamente la cobertura del 

SOAT, a favor de la denunciante, por el fallecimiento de su cónyuge, 

pese a que tenía prioridad en ser beneficiada. 

 

• Confirmar la Resolución N° 0848-2021/CC1, en el extremo que 

sancionó a I con una multa de (4) UIT. 

 

• Requerir a I, el pago de la multa impuesta, bajo apercibimiento de 

iniciar el medio coercitivo específicamente aplicable, de acuerdo a lo 

establecido en el artículo 205° numeral 4 del TUO de la LPAG, 

precisándose, además, que los actuados serán remitidos a Ejecución 

Coactiva para que proceda conforme a sus facultades y atribuciones. 

 

• Confirmar la Resolución N° 0848-2021/CC1, en el extremo que 

ordenó como medida correctiva reparadora que, 15 días hábiles 

contado a partir del día siguiente de notificada la resolución, I, otorgue 

la cobertura del SOAT a favor de la denunciante. 

II.  IDENTIFICACIÓN Y DESCRIPCIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

• Las cuestiones principales del expediente materia de análisis son los 

siguientes: 

 

2.1. ¿Qué Comisión es competente territorialmente para tramitar un 

procedimiento por más de (3) UIT en materia de Consumidor? 

 

Identificación: 

De la revisión del expediente en un primer momento, se puede apreciar 

que la Sra. C interpuso su denuncia contra I en la Oficina Regional del 

Indecopi de Junín, cuando la Comisión competente territorialmente para 

conocer un procedimiento en consumidor es en función al domicilio del 

denunciado. De acuerdo a lo establecido en el numeral 5.1.1. de la 
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Directiva N° 005-2010-/DIR-COD-INDECOPI, a los procedimientos 

iniciados por denuncia de parte. 

 

Descripción: 

En el presente caso el denunciado I, tiene como domicilio según la ficha 

R.U.C. de la SUNAT en el distrito de San Isidro. 

 

Por lo tanto, la denuncia interpuesta en la Sede Junín, signado con el 

Expediente N° 101-2020/CPCINDECOPI-JUN, en un segundo momento 

fue declinada en competencia mediante el Memorándum N° 000328-

2020-CPC-JUN/INDECOPI a la sede de Indecopi Lima. Ya que, I no 

cuenta con domicilio en la circunscripción de Junín. En conformidad con 

el Art. 20° enc. 1.1°  del TUO de la LPAG que expresa lo siguiente: 

 

Notificación personal al administrado interesado o afectado por el 

acto, en su domicilio. 

Por lo tanto, la declinación de competencia es totalmente válida 

ajustada a derecho. 

2.2. ¿Desconocer un descargo presentado para inducir al error al Órgano 

Sancionador es una transgresión al Principio de Presunción de 

Veracidad? 

Descargos presentados por I ante Órgano Resolutivo de 

Procedimientos Sumarísimos – Sede Junín. 

 

Identificación: 

Si bien es cierto, que la denuncia interpuesta por la Sra. C ante I se dio 

inició en la Oficina Regional del Indecopi de Junín y se aperturó el 

Expediente N° 101-2020/CPCINDECOPI-JUN, que posteriormente fue 

declinado por lo señalado anteriormente. Es necesario analizar el 

descargo presentado, ya que, si hubiese sido reiterado en la Comisión de 

Consumidor de la Sede Central hubiese sido otro el resultado. 

Descripción: 

El denunciado I en un primer momento, en su descargo presentado ante 

la Oficina Regional del Indecopi de Junín solicitó allanarse al 

Procedimiento Administrativo Sancionador. Allanamiento en mi criterio 

totalmente válido, porque daba una solución más rápida al conflicto, ya 

que, conforme al Art. 112° del Código de Protección y Defensa del 

Consumidor se haría efectiva el cumplimiento de la medida correctiva 

correspondiente a los hechos imputados por la denunciante, que en este 

caso era el reconocimiento de la póliza de seguro equivalente a S/. 

17200.00 soles. 
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Descargos presentados por I ante la Comisión de Consumidor – 

Sede Central. 

 

I en un segundo momento niega y desconoce que el descargo presentado 

ante la Sede Junín, toda vez que se verifica que no se incluye 

documentación actualizada, toda vez que la vigencia de poder de nuestra 

representante legal sería mayor del año en curso. 

Descripción: 

Como se puede apreciar I negó y desconoció los descargos que se 

presentaron ante la Sede – Junín y aseguró que se encuentra haciendo 

las investigaciones pertinentes para actuar conforme a derecho. 

Hecho el cual la Comisión de Consumidor de la Sede Central debe 

analizar la veracidad, ya que, I tiene que probar que el mencionado 

escrito no le pertenece, de acuerdo a lo establecido en el Art. IV - 1.7° del 

TUO de la LPAG principio de presunción de veracidad. 

En la tramitación del procedimiento administrativo, se presume que 

los documentos y declaraciones formulados por los administrados 

en la forma prescrita por esta Ley, responden a la verdad de los 

hechos que ellos afirman. Esta presunción admite prueba en 

contrario. 

 

En este caso la Comisión, si bien es cierto no fiscaliza previamente, pero 

si con posterioridad – Se sanciona la falsedad. Esta institución existe 

desde el año 1989 desde la promulgación de la Ley de Simplificación 

Administrativa. Por lo tanto, en el desarrollo el procedimiento 

administrativo sancionador, I tiene que probar que la presentación de los 

descargos en la Sede – Junín, no le corresponden.  

Ahora investigando los poderes otorgados por I, he podido verificar, que 

no es cierto lo alegado por I, ya que, el poder presentado por I en sus 

descargos en la Sede Junín si tenía vigencia, por lo cual lo alegado en 

Junín tenía validez. 

 

2.3.  ¿La Comisión y la Sala en el presente caso no tomaron en cuenta La 

Ley del Contrato de Seguro? 

 

Identificación: 

La Comisión emitió su pronunciamiento mediante la Resolución N° 848-

2021/CC1 y consecuentemente la Sala mediante la Resolución N° 2439-
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2021/SPC. De las cuales se puede apreciar que en ambas resoluciones 

no se tomó en cuenta para el desarrollo de su pronunciamiento la Ley del 

Contrato de Seguro, por lo cual aquí estaríamos ante una inobservancia 

de normas. 

 

Descripción 

De acuerdo al Jurisconsulto Dromi (1978) sostiene que “el principio de 

legalidad administrativa se caracteriza por una serie de derivaciones 

jurídicas, que sistematiza siguiendo a Fiorini del siguiente modo: 

 

Jerarquía Normativa. Ninguna norma o acto emanado de un 

órgano inferior podrá dejar sin efecto lo dispuesto por otra de rango 

superior. Las normas u órdenes del jerarca no serán jamás 

derogadas o rectificadas por el inferior. Ello hace la unidad del 

sistema y al normal desenvolvimiento del orden jurídico. A su vez, 

todo acto particular debe estar de acuerdo a la norma general”. 

(p.464) 

 

En ese sentido era necesario desarrollar la resolución utilizando también 

los Principios del Contrato de Seguro se encuentran en el Art. II de la Ley 

N° 29946, Ley del Contrato de Seguro, los cuales son los siguientes: 

 

- Máxima buena fe. 

- Indemnización. 

- Mutualidad. 

- Interés asegurable. 

- Causa adecuada. 

- Las estipulaciones insertas en la póliza se interpretan en caso de duda, 

a favor del asegurado. 

De los cuales los que debieron ser utilizado en el presente caso, para un 
mejor esclarecimiento y desarrollo. 
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III.  ANÁLISIS Y POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS 

JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

3.1. ¿Qué Comisión es competente territorialmente para tramitar un 

procedimiento por más de (3) UIT en materia de Consumidor? 

 

La declinación de competencia realizada por el Órgano Resolutivo de 

Procedimiento Sumarísimo – Ori Junín a la Comisión de Consumidor N° 1 - 

Sede Central, fue correcta, ya que, el denunciado se habría negado otorgarle 

la cobertura de indemnización de la muerte de su cónyugue por la suma de 

S/17 200.00; hecho que se encuentra fuera del ámbito de aplicación del 

Procedimiento Sumarísimo, por tratarse de un producto/servicio que supera 

las (3) UIT; ello de conformidad con lo establecido por el artículo 125° del 

Código de Consumidor. 

 

En ese sentido, la denuncia fue recogida por la Comisión de Consumidor N° 

1, la cual es la encargada de tramitar las denuncias por servicios bancarios 

y financieros, sistema de pensiones y mercado de valores. Aunado a ello 

porque el denunciado tiene como domicilio procesal en la ciudad de Lima, 

entonces la CC1 es competente territorialmente y por materia. 

 

En este punto es importante señalar que, el presente procedimiento, es uno 

de carácter sancionador, el mismo que, como lo expresado Tirado (2021: 

p.86) no se limita únicamente a la imposición de una sanción sino también 

pretende restituir la situación infraccionada al momento previo de su 

comisión, es decir, mientras que, en el primer supuesto, se puede hablar de 

multas y amonestaciones, en el segundo supuesto, de medidas correctivas, 

tal y como se ha podido observar en el caso en análisis. 

 

3.2. ¿Desconocer un descargo presentado para inducir al error al Órgano 

Sancionador es una transgresión al Principio de Presunción de 

Veracidad? 

Tanto la Comisión y la Sala fueron inducidos a error por el denunciado, ya 

que, niega y desconoce sus descargos presentados en la sede Junín, pese 

a que está probado que en los escritos ingresados el 1 de octubre de 2020 

por su apoderada N M S su poder estaba vigente desde mayo de 2020 

mediante el correo electrónico g@i.com.pe – Analista de asuntos 

contenciosos.  

 

En este caso, para analizar el caso en concreto, se procede a utilizar la 

institución de las cargas dinámicas de la prueba ofrecida, la misma que recae 

mailto:g@i.com.pe
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“en especial sobre aquella [persona] que se encuentre en mejores 

condiciones para producirla” (Peyrano, 2008, p.60). 

 

En un primer momento aduce que el poder presentado por su correo, no sería 

una documentación actualizada, ya que, el poder es de mayo de 2020. Ahora 

verificando el poder presentado, si tenía vigencia la apoderada Nancy Mejia 

Sulca como representante legal de I.  

 

En un segundo momento aduce que el único correo por I autorizado para 

enviar y recibir, resoluciones y escritos de diferentes expedientes es 

l@i.com.pe y no el correo personal de sus colaboradores; incluso 

contradiciéndose a lo dicho con anterioridad, terminó por presentar un escrito 

el día 2 de octubre del mismo año, manifestando su desconocimiento.  

 

De lo cual está probado que tanto la Sala como la Comisión fueron inducidos 

a error por parte del colaborador de I. Incluso, fue en contra de su propia 

institución, ya que, su descargo presentado en un primer momento donde 

solicitaba el allanamiento conforme el Art. 112° del Código de Protección al 

Consumidor, era más proactivo y eficiente, ya que solo a I se le hubiera dado 

la medida correctiva correspondiente a los hechos imputados y no una 

sanción de (4) UIT y la medida correctiva de otorgar la cobertura del seguro 

a la denunciante.  

 

De lo que se concluye, es que el denunciado pretendió sorprender al 

Indecopi, de tal manera que quiso inducir a erro a la Comisión y Sala, faltando 

tanto al principio de presunción de veracidad como de buena fe 

procedimental. 

 

Al respecto, Morón (2020) ha señalado que la presunción de veracidad es un 

principio informador de las relaciones públicas entre la Administración y el 

administrado, y se fundamenta en el hecho que las actuaciones de los 

administrados proceden conforme la verdad; mientras que Guzmán (2020: 

p.69) ha precisado que el principio de buena fe involucra que la actuación de 

estos últimos debe ser guiada conforme el respeto mutuo, la colaboración y 

la buena fe, reconociéndose derechos y también el cumplimiento de deberes, 

de tal manera que los ciudadanos confíen en las decisiones de la autoridad 

administrativa.  

 

3.3.  ¿La Comisión y la Sala en el presente caso no tomaron en cuenta la 

Ley del Contrato de Seguro? 

Ambos órganos colegiados no tomaron en cuenta La Ley del Contrato de 

Seguro, los cuales tiene como principios que se aplicarían en el presente 

caso, tales como la máxima de buena fe y la Indemnización en concordancia 

mailto:l@i.com.pe
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con el Art. V.3° Principio de Buena de Fe del Título Preliminar y el Art. 1°. i 

Derecho a la reparación y a la indemnización por daños y perjuicios - 

Derechos de los Consumidores del Código de Consumidor.  

 

En ese sentido por la conexidad entre los principios del Contrato de Seguro 

con los de la LPAG y los principios del Código de Consumidor, considero que 

debieron haber sido tomados en cuenta para un mejor desarrollo doctrinal y 

jurisprudencial en la materia del seguro del Soat en el ámbito del consumidor. 

Ya que, su utilización trasciende la existencia del presente expediente, por 

sus características generales, más allá del interés del denunciante de obtener 

una interpretación correcta de las normas. 

 

IV.  ANÁLISIS Y POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS. 

 

4.1.  Resolución N° 0848-2021/CC1-INDECOPI emitida por la Comisión de 

Consumidor 

La Comisión en mi opinión no analizó de manera precisa sobre la 
infracción al deber de idoneidad regulado en el art. 18° del C.P.C., ya 
que en la aplicación del caso concreto resuelve finalmente en su 
considerando 48°: 
 
Finalmente, respecto a lo señalado por, referido a la inscripción del acta 
de matrimonio de la señora C en RENIEC, corresponde indicar que no 
corresponde pronunciarse al respecto, en tanto la ocasión para hacer 
dicha observación era dentro del plazo de los diez (10) días otorgados 
por la norma, plazo que transcurrió en exceso. 
 

Ya que, solo analizó en base al Art. 33° (plazo) del Reglamento del 
Soat, pero para una mejor comprensión de los hechos de manera 
eficiente, debió analizar también en base al Art. 34° del Reglamento del 
Soat. Ya que está acreditado que I no realizó la observación dentro los 
10 días y que la observación realizada era indebida al solicitar como 
requisito la partida de matrimonio actualizada de la Sra. C cuando solo 
bastó la Partida de Matrimonio y su declaración jurada. 
 
Además, la Comisión sólo tomó en cuenta para la graduación en la 
sanción el (i)Beneficio ilícito, (ii)Probabilidad de detección, (iii)Multa 
base, (iii)Multa final. Pero la Sala agrega otros criterios de graduación 
que son los siguientes:  
 
(i) Perjuicio ocasionado al consumidor, 
(ii) Efectos generados en el mercado. 
 
Por lo que la Sala considera que la multa de (4) uit establecida por la 
Comisión debió ser mayor en virtud del Principio de Predictibilidad, no 
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obstante, en razón de la prohibición de la reforma en peor o reformatio 
in pejus establecida en el artículo 258°.3 del TUO de la LPAG, no es 
posible agravar la multa impuesta.  
 
En ese sentido me encuentro parcialmente conforme con la sanción y 
las medidas correctivas impuestas por la Comisión y confirmado por la 
Sala, ya que, si hubo infracción de idoneidad en el presente, pero se 
debió agregar que hubo una transgresión al principio de presunción de 
veracidad (que admite prueba en contrario), ya que he probado que el 
denunciado actúo de mala fe al inducir al error a los órganos 
colegiados, aduciendo que los descargos presentados en un primer 
momento en Junín, no le correspondía, cuando la realidad de los 
hechos prueban que si les correspondían. 
 

4.2 Resolución N° 2439-2021-SPC-INDECOPI emitida por la Sala en 
Protección al Consumidor 
 
La Sala actuó de manera correcta, tal y como se había destacado en 

jurisprudencia anterior, dónde se señaló que los beneficiarios del 

SOAT-CAT son, en orden de precedencia, el cónyuge sobreviviente, 

los hijos menores de edad y demás familiares establecidos (Resolución 

N° 289-2010/SC2-INDECOPI, fundamento 13).  

 

Asimismo, cumplió con resolver sobre la base del hecho de que una 

persona tiene el derecho de exigir el cumplimiento de la obligación 

contenida en el SOAT en funcionan a que se produjo una de las 

consecuencias previstas en el Reglamento del SOAT, y que la señora 

-como beneficiaria- solicitó se haga efectiva la cobertura (Resolución 

N° 2586-2015/SPC-INDECOPI, fundamento 30). 

 

En ese sentido estoy conforme con lo resuelto por la Sala, ya que, 

realiza un buen análisis sobre las Resoluciones 0460-2018/INDECOPI-

AQP y 005-2020/INDECOPI-TAC que fueron presentadas por el 

denunciado en su recurso de apelación para que le disminuyan la 

multa, aclarando que las precitadas resoluciones no tienen la condición 

de precedente vinculante, por lo que no resulta obligatorio que este 

Colegiado adopte la misma decisión.  
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V.  CONCLUSIONES 

 

El Seguro Obligatorio contra Accidentes de Tránsito constituye un factor de 

seguridad y certeza. El cual lo otorga una aseguradora que asume las 

consecuencias de los riegos mediante un seguro que es otorgado mediante 

un contrato por el que se obliga mediante el cobro de una prima a indemnizar 

el daño producido a otra persona. 

 

En ese sentido, el seguro es un contrato de ejecución sucesiva, en el cual el 

riesgo es asumido por la aseguradora mientras dure el contrato, claro que 

está condicionado que se haya pagado el abono correspondiente. 

 

En este escenario, la vigencia de la Ley N° 29946, Ley del Contrato de 

Seguro (2012), originó que por primera vez en nuestro país se desarrollen a 

nivel normativo dos temas muy importantes para el desarrollo de toda 

actividad jurídica asegurativa: la vigencia del contrato y el periodo de la 

cobertura del riesgo otorgada por la aseguradora. 

 

Por lo cual en el presente expediente la Autoridad Administrativa tiene el 

deber de realizar las actuaciones y diligencias para llegar a la verdad 

procesal amparando los derechos de los administrados. 
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